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EXP N.° 07814-2013-PA/TC LIMA FLAVIA ESPERANZA CASTRO SILVA  

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Flavia Esperanza 

Castro Silva contra la sentencia de fojas 194, de 20 de agosto de 2013, 

expedida por la Cuarta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, que 

declaró fundada en parte la demanda de autos.  

ANTECEDENTES  

El 11 de marzo de 2011, la recurrente interpone demanda de amparo contra el 

Seguro Social de Salud del Perú (EsSalud), solicitando que se le garantice el 

suministro continuo del fármaco metadona y se le realice un implante de un 

neuroestimulador espinal, de conformidad con las recomendaciones médicas 

sobre su caso. Señala que el 29 de octubre de 2001 fue intervenida 

quirúrgicamente por neoplasia tiroidea (cáncer de tiroides), pero debido a una 

mala praxis médica se produjo un corte de nervios que generó la aparición de 

neurinomas (tumores cerebrales que se alojan en algunos de los nervios 

craneales), los cuales producen intensos y permanentes dolores. Añade que a 

pesar de haber sido operada en dos oportunidades para una limpieza de 

neurinomas (11 de noviembre de 2002 y 9 de junio de 2003) y luego de un 

tratamiento denominado ablación por radiofrecuencia subcutánea (2004), los 

dolores no disminuyeron. Sostiene que los médicos especialistas en Terapia 

del Dolor que han evaluado su caso, tanto nacionales como extranjeros, 

coinciden en la colocación del neuroestimulador espinal —cuyos impulsos 

eléctricos bloquean los impulsos dolorosos nerviosos e impiden que estos 

lleguen al cerebro— así como el uso de la metadona morfina sintética) como 

paliativo momentáneo.  

Toda vez que este implante no se realiza en nuestro país, refiere que solicitó a 

la ada una atención extrainstitucional en un centro especializado, 

procedimiento que debía ser aprobado por las Comisiones Médicas de las 

Redes Asistenciales Almenara y Rebagliati de EsSalud; sin embargo, al 

habérseles entregado exámenes desactualizados, solo le expidieron una 

constancia de asistencia y le comunicaron que habría una nueva Junta de 

Médicos, la cual, a la fecha de interposición de la demanda, no se ha realizado. 

Alega que la negativa de la entidad demandada a brindarle las prestaciones 

que solicita vulnera su derecho a la salud.  

La emplazada contestó la demanda y la contradijo. Respecto a la forma, dedujo 

las excepciones de falta de agotamiento de la vía previa y ambigüedad en el 

modo de interponer la demanda. Respecto al fondo, señaló que el referido 

fármaco es brindado vía reembolso, por lo que se restituye el gasto en el que 

incurre la demandante para su adquisición. Asimismo, con relación a la 

intervención quirúrgica para el implante de un neuroestimulador espinal, 

manifiesta que es un asunto netamente médico.  

https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2018/07814-2013-AA.pdf
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El Quinto Juzgado Especializado en lo Constitucional de la Corte Superior de 

Justicia de Lima, el 24 de agosto de 2012, declaró fundada en parte la 

demanda; en consecuencia, ordenó a la emplazada entregar directamente a la 

demandante la metadona y programar nueva fecha para que la Junta Médica 

evalúe la necesidad de la intervención quirúrgica pretendida; asimismo, la 

declaró infundada en el extremo que solicita el implante del referido 

neuroestimulador espinal. Sustentó su decisión en la obligación que tiene la 

demandada de suministrar directamente las medicinas que mejoren la salud o 

calmen los fuertes dolores que padecen sus asegurados, así como de informar 

a la accionante sobre la necesidad de la operación e implantación del 

neuroestimulador espinal, toda vez que está en juego la vida de una persona, 

la cual debe protegerse por encima de cualquier tema presupuestario. La 

Cuarta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, el 20 de agosto de 

2013, confirmó la apelada por similares fundamentos.  

(...) 

De lo expuesto, se advierte que aquello que resulta determinante para la 

autorización de prestaciones asistenciales en centros altamente especializados 

del país o del extranjero es el informe de la Junta Médica del hospital nacional 

de donde procede el paciente asegurado. No se advierte del referido manual 

que este tenga que ser sometido a una nueva evaluación por una Junta Médica 

distinta, solamente se requiere su opinión a fin de conocer si otro hospital 

nacional "cuenta con los medios necesarios para resolverlo".  

Por ello, el hecho de que la Junta Médica Especializada de la Red Asistencial 

Almenara —hospital nacional de origen de la asegurada— haya emitido un 

informe favorable a la solicitud de atención extrainstitucional, en el que 

concluye que el tratamiento quirúrgico de estimulación eléctrica epidural debe 

seguirse en el extranjero —por no realizarse en su institución "ni a nivel 

nacional"—, y en el que detalla los centros especializados propuestos para 

dicha intervención, resulta concordante con el procedimiento establecido en el 

manual al que se ha hecho referencia y suficiente a efectos de proceder con la 

emisión de la resolución correspondiente, a cargo del director nacional de 

Prestaciones de Salud, para su inmediata ejecución por la Gerencia Central de 

Finanzas.  

Siendo esto así, debe quedar claro que la solicitud efectuada en octubre de 

2005 y reiterada en marzo de 2006 a la Red Asistencial Rebagliati para una 

nueva evaluación de la asegurada constituye un trámite no previsto en el 

aludido manual. En efecto, el artículo 4 del mismo —como ya se ha 

precisado— requiere la opinión de dicho hospital solo con la finalidad de 

conocer si este cuenta con los medios necesarios para el tratamiento dispuesto 
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por la Junta Médica de la Red Asistencial Almenara, no a efectos de determinar 

un nuevo tratamiento para la paciente. El informe de mayo de 2006, por el que 

la Red Asistencial Rebagliati requiere exámenes adicionales actualizados tiene 

como propósito efectuar una nueva evaluación médica a la recurrente, función 

distinta a la que le corresponde conforme al citado manual. Dicha actuación, 

sumada a la aún pendiente respuesta sobre su capacidad para el tratamiento 

de la asegurada (a pesar de contar desde enero de 2008 con la información 

que innecesariamente solicitó) no resultan más que dilaciones infructuosas al 

procedimiento de atención extrainstitucional iniciado por la recurrente el 11 de 

enero de 2005.  

Los casi 13 años que han transcurrido desde entonces, en los que la 

emplazada no ha brindado una respuesta a la paciente a pesar de tener una 

opinión favorable de la Junta Médica Especializada del hospital nacional de 

origen desde el 21 de agosto de 2005 —con la que coincide otra Junta Médica 

del mismo hospital, conforme se aprecia en la nota de 16 de marzo de 2010 

contenida en la historia clínica remitida por la Red Asistencial Almenara—, han 

generado un estado de permanente zozobra en la recurrente, con el 

consiguiente agravamiento de su salud (internamiento en Neurología, consultas 

permanentes en Terapia del Dolor y otras especialidades, medicación con 

metadona, entre otras).  

Sobre el particular, conviene recordar que, conforme al artículo I del Título 

Preliminar de la Ley General de Salud, Ley 26842, la salud es condición 

indispensable del desarrollo humano y medio fundamental para alcanzar el 

bienestar individual y colectivo.  

La Constitución reconoce en su artículo 7 que todos tienen derecho a la 

protección de su salud. El Tribunal Constitucional ha sostenido reiteradamente 

que el derecho a la salud se orienta a la conservación y el restablecimiento del 

funcionamiento armónico del ser humano en sus aspectos físico y psicológico, 

por lo que guarda una especial conexión con los derechos a la vida, integridad 

y dignidad (cfr. sentencia recaída en el Expediente 03981-2013-PHC/TC).  

Por ello, mantener una solicitud de atención extrainstitucional pendiente de 

respuesta ad infinitum, con todas las implicancias gravosas para la salud de la 

currente que esta situación trae consigo, evidencia una arbitrariedad en el 

accionar de la entidad demandada. La innecesaria tramitación que ha 

desplegado a lo largo de casi tres años y la nula actuación administrativa 

advertida en los siguientes diez no se condicen con la finalidad que se 

establece en su ley de creación, Ley 27056, que es la de dar cobertura a sus 

asegurados —como es el caso de la recurrente, quien tiene dicha condición por 

ser pensionista de invalidez del Decreto Ley 19990—, a través del 
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otorgamiento de diversas prestaciones, entre ellas, las de recuperación de la 

salud.  

En consecuencia, corresponde estimar la presente demanda y ordenar a 

EsSalud que disponga el tratamiento quirúrgico de Estimulación Eléctrica 

Epidural en cualquiera de los centros especializados recomendados en el 

aludido informe de 21 de agosto de 2005, salvo que acredite, en la etapa de 

ejecución de sentencia, que actualmente esta intervención quirúrgica se realiza 

en el país, en cuyo caso deberá efectuarse en el centro médico nacional 

autorizado para tal fin. La ejecución de lo dispuesto en la presente sentencia 

debe efectuarse en estricta observancia del artículo 59 del Código Procesal 

Constitucional, es decir, dentro de los dos días siguientes de su notificación, 

bajo responsabilidad.  

Asimismo, debe ordenarse el pago de los costos procesales en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 56 del mismo código, los cuales se liquidarán en la 

etapa de ejecución de sentencia.  

Finalmente, tal como se advierte de autos, la demora en la que ha incurrido el 

personal administrativo y médico de EsSalud ha contribuido con el menoscabo 

de la salud de la recurrente, lo cual, además de haber conculcado su derecho 

fundamental, podría, incluso, constituir un ilícito de carácter penal. Por tanto, 

corresponde remitir los actuados al Ministerio Público para los fines pertinentes, 

en atención a lo dispuesto en el artículo 8 del Código Procesal Constitucional.  

 


